
1.5.2.5. Quejas relacionadas con el reconocimiento y ejercicio de derechos de 
los empleados públicos

1.5.2.5.1. Recuperación del Premio de Jubilación para el Personal Laboral de la  
Junta de Andalucía

Ante las numerosas quejas recibidas en la Institución por la negativa a reconocer el premio de jubilación 
al personal laboral de la Junta de Andalucía, al considerarse que constituye una clara discriminación con 
respecto al personal funcionario que sí lo tenía reconocido, se abrió de oficio la queja 17/3499 ante la 
Secretaría General para la Administración Pública a fin de que se pudiera solventar esta situación.

Dicha situación discriminatoria se corrigió con la incorporación del premio de jubilación al nuevo artículo 
62.bis del vigente Convenio Colectivo del Personal Laboral de la Junta de Andalucía, que establece un 
premio de jubilación para este colectivo. Sin embargo, al resultar de aplicación con efectos retroactivos 
desde el 13 de julio de 2018, fecha del Acuerdo Marco de la Mesa General de Negociación Común de la 
Administración de la Junta de Andalucía en que se adopta, quedarían excluidos de acceder al mismo, a 
diferencia de lo ocurrido con el personal funcionario de esta Administración, el personal laboral de la misma 
jubilado entre el día 31 de diciembre de 2012, fecha de derogación del sistema de jubilación anticipada a 
los 64 años de edad que tenía establecido el premio-incentivo de jubilación, y la fecha de efectos otorgada 
al vigente premio de jubilación.

Como quiera que ese proceder consideramos que suponía una discriminación para el personal laboral 
respecto a las condiciones en que se reconoció este derecho para el personal funcionario, se procedió a 
abrir de oficio la queja 18/7409, respondiendo la Administración autonómica que “no pueden trasladarse 
al personal laboral los acuerdos adoptados en el ámbito de la negociación con el personal funcionario, 
porque la negociación de las condiciones de trabajo del personal laboral tiene su instrumento propio, que 
es el Convenio Colectivo, que se negocia conforme a las previsiones de la legislación laboral. El personal 
funcionario está sujeto a un régimen estatutario ajeno a la legislación laboral y los convenios colectivos 
que se aplican al personal laboral. Por lo tanto, cada colectivo está sujeto a un régimen jurídico distinto, 
por lo que no hay un término válido de comparación entre ambos”. Y concluye considerando que “la 
incorporación de un nuevo precepto 62.bis al Convenio Colectivo supone el establecimiento de una medida 
nueva que no puede ir más allá del mandato dado”.

No obstante, en la línea que instaura el EBEP de otorgar un tratamiento unitario a los aspectos comunes 
de los empleados públicos de una Administración, que se articularán después en sus respectivos regímenes 
jurídicos, consideramos que, por las razones expuestas en las Consideraciones de la Resolución de esta 
queja, debe posibilitarse que todos los empleados públicos de la Administración andaluza tengan acceso 
a los derechos que configuran su estatus como tales en condiciones de igualdad, independientemente del 
colectivo a que se encuentren adscritos.

En esta línea, consideramos la existencia de razones objetivas para incorporar el premio de jubilación 
para el personal laboral sujeto al VI Convenio Colectivo, en las mismas condiciones que está reconocido 
para el personal funcionario de la Administración de la Junta de Andalucía, con extensión de sus efectos 
retroactivos al 31 de diciembre de 2012.

Dicho resultado sólo se podrá alcanzar a través de la preceptiva negociación colectiva en los ámbitos 
específicos de negociación establecidos entre la Administración de la Junta de Andalucía y las organizaciones 
sindicales más representativas de los empleados públicos de dicha Administración, cuyos resultados 
habrán de plasmarse en los oportunos acuerdos que, en el caso del personal laboral, posibilitarían la 
correspondiente modificación del convenio colectivo para establecer el carácter retroactivo demandado para 
el premio de jubilación reconocido a dicho personal, en el marco de la obligada sostenibilidad económico 
financiera.

Por todo ello, se formuló Resolución a la Administración Autonómica, recomendando que, con arreglo al 
procedimiento establecido para la modificación del vigente VI Convenio Colectivo del Personal Laboral de 
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la Junta de Andalucía, a fin de hacer efectivo el principio de igualdad en el acceso de todos los empleados 
públicos de esa Administración al disfrute de sus derechos, se promuevan las medidas oportunas para que, 
previo acuerdo en el ámbito de negociación general y sectorial correspondiente, puedan acceder al premio 
de jubilación previsto en el art. 62.bis del vigente Convenio Colectivo de Personal Laboral de la Junta de 
Andalucía, el personal laboral de dicha Administración que hubiera pasado a la situación de jubilación en 
el periodo comprendido entre el 31 de diciembre de 2012 al 12 de julio de 2018 y que no pudieron acceder 
al mismo.

La Secretaría General para la Administración Pública no acepta la Resolución formulada, discrepando de 
la misma por cuestiones técnicas.

1.5.2.5.2. Prevención y actuación en los casos de acoso laboral en la Administración de la 
Junta de Andalucía

Durante el año 2019 se han seguido recibiendo en la Institución diversas quejas que denuncian situaciones 
de acoso laboral a personal de las Administraciones públicas andaluzas que afectan al derecho que tiene 
toda persona a realizar su actividad laboral libre de cualquier tipo de acoso, que constituye un riesgo 
psicosocial que atenta contra la dignidad, la integridad moral y la salud de la persona que lo sufre (quejas 
19/0241, 19/2381, 19/2685, 19/3557, 19/5134...).

El acoso laboral, también conocido como mobbing, ataca uno de los derechos fundamentales de los 
trabajadores tales como es la dignidad e integridad física y moral de la persona. En este sentido, la CE, 
en sus artículos 10, 14, 15, 18 y 40.2, garantiza a cualquier persona el derecho a recibir un trato correcto, 
respetuoso y digno en el ejercicio de sus funciones profesionales y a realizar su actividad laboral libre de 
cualquier tipo de acoso psicológico o sexual, así como de cualquier discriminación prohibida en nuestro 
ordenamiento jurídico.

En el mismo sentido se pronuncian las Directivas de la Unión Europea, 2000/43/CE del Consejo de 29 de 
junio de 2000, y la 2000/78 de 27 de noviembre de 2000, sobre igualdad de trato en el empleo, y la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre de Prevención de Riesgos Laborales.

Estos principios están presentes en el Estatuto Básico del Empleado Público, en cuyo art. 95.2 se tipifica 
como falta disciplinaria de carácter muy grave el acoso laboral. Asimismo, en la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, al regular en su Título II los 
principios de buen gobierno, que tienen que ser observados por las personas que tengan la consideración 
de altos cargos en las Administraciones públicas, tipifica, en su art. 29.1.b), como falta disciplinaria de 
carácter muy grave el acoso laboral.

Para dar cumplimiento a las normas, principios e iniciativas antes referidas, por Acuerdo de 27 de octubre 
de 2014, de la Mesa General de Negociación Común del personal funcionario, estatutario y laboral de 
la Administración de la Junta de Andalucía, se aprueba el Protocolo de prevención y actuación a seguir 
en el ámbito de esta Administración en los casos de acoso laboral, sexual y por razón de sexo u otra 
discriminación. Acuerdo y Protocolo que resulta sorprendente que no estén publicados en el BOJA dado 
su objeto y relevancia de los derechos que pudieran resultar afectados por las conductas que se tratan de 
prevenir y evitar.

De las quejas recibidas y tramitadas por esta causa durante el año 2019, cabe destacar la queja 18/0434, 
en la que una funcionaria denuncia la situación de acoso laboral por los responsables de su centro de 
trabajo, dependiente de la Delegación Territorial de Economía, Innovación, Ciencia y Empleo de la Junta 
de Andalucía de Málaga, y la demora en la constitución del Comité de Investigación interna al que le 
corresponde tramitar estas denuncias en dicha provincia.

La Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía de Málaga, en su respuesta, nos constata que las 
denuncias de acoso llevan más de cuatro años sin tramitarse al no haberse podido constituir el Comité de 
Investigación Interna al que se encomiendan estas funciones en ese ámbito territorial por renuncia de las 
personas propuestas por los organismos públicos competentes.
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Estas circunstancias en ningún caso pueden justificar la pasividad de la Administración para no resolver 
esta situación y dar una respuesta a las denuncias presentadas desde hace años

Tras recordar a la Delegación del Gobierno de la provincia de Málaga los deberes que le incumben con 
arreglo a lo establecido en los artículos 9.3 y 103.1 de la Constitución, así como en los artículos 31 y 133.1 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía, aludimos asimismo al principio de eficacia que debe informar 
la actuación de las Administraciones Públicas para “alcanzar los objetivos que establecen las Leyes y el 
resto del ordenamiento jurídico”, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3.3 de la Ley 40/2015.

Como se contempla en la STSJ de la Comunidad de Madrid de 26 de noviembre de 2001, “dicho precepto 
se limita imponer un deber, ciertamente jurídico, de que la actuación de la Administración se encamine 
a esa obtención. Podríamos afirmar que nos encontramos, al hablar del principio de eficacia, ante una 
«obligación de simple actividad», «de diligencia» o «de medios». Con ello venimos a afirmar que la eventual 
disconformidad del actuar administrativo con el principio constitucional de eficacia no será predicable por 
la mera constatación de que con él no se obtuvo el resultado al que debió encaminarse. La vulneración 
nacerá en aquel instante en que dicho actuar no vaya dirigido a la obtención del resultado querido por 
el ordenamiento, o que sea conforme a éste; o cuando los medios, instrumentos o etapas se presenten 
objetivamente como inidóneos para tal obtención; o cuando el resultado buscado; estando en línea con el 
querido por el ordenamiento, no alcance en su misma previsión los niveles que en ese momento pudieran 
objetivamente ser exigibles”.

Por todo ello, se recomienda a la Administración autonómica que promueva, de modo inmediato, las 
medidas que procedan para que pueda quedar constituido el Comité de Investigación Interna y, sin perjuicio 
de ello, se adopten las medidas que procedan para tramitar de modo inmediato las denuncias por acoso 
laboral presentadas por el personal de la Administración de la Junta de Andalucía en la provincia de Málaga.

La Delegación del Gobierno ha respondido recientemente comunicándonos que aún no se ha podido 
constituir el Comité y que se intentará constituir en las próximas semanas. Al no informarnos sobre las 
medidas adoptadas para que se puedan tramitar las denuncias de acoso pendientes, se ha solicitado la 
contestación expresa a dicha recomendación, para realizar la valoración de las aceptación o no de las 
recomendaciones formuladas.

1.5.2.5.3. Impedimentos para la conciliación de la vida personal, familiar y laboral

Durante el año 2019 han sido varias las quejas que se han recibido en la Institución denunciando situaciones 
que afectan al derecho de los empleados públicos a que se les facilite la conciliación de su vida personal, 
familiar y laboral.

Entre éstas cabe destacar la queja 18/4684 promovida por una funcionaria del Ayuntamiento de Sevilla 
ante la denegación de su solicitud de permiso por cuidado de su hija que padecía una enfermedad grave, 
motivo por el que en el año 2011 se le había concedido el permiso solicitado hasta que su hija cumpliera 
18 años.

En el informe remitido por el Ayuntamiento se indica que la denegación del permiso solicitado obedece 
a que el supuesto de hecho planteado por la solicitante no cabría incluirse dentro del permiso retribuido 
por enfermedad grave del art. 6.7 del Acuerdo que establece el régimen jurídico en materia de permisos 
y licencias del personal funcionario del Ayuntamiento de Sevilla, debido a su carácter de permanencia en 
el tiempo.

No obstante, en el expediente se constata la existencia de los supuestos de hecho que deben darse 
para causar derecho a este permiso (gravedad de la enfermedad de la hija de la empleada municipal y la 
necesidad de cuidado directo, continuo y permanente de la misma, acreditada por el informe del servicio 
público de salud) y que ya fueron apreciados por la Administración municipal para la concesión, en el año 
2011, del permiso solicitado por la interesada por este motivo hasta que su hija cumpliera la edad de 18 
años.
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Teniendo en cuenta lo anterior, parece cuestionable la fundamentación contenida en la resolución 
desestimatoria del permiso solicitado al considerar que la naturaleza temporal del mismo choca con el 
carácter permanente de la enfermedad que lo causa, confundiendo, a nuestro entender, la interpretación 
que se da al término permanente en la normativa de aplicación reguladora de estos permisos y que se 
refiere a una cualidad que deberá afectar a la enfermedad, como ocurre en este caso, no en cambio, como 
parece interpretar el Ayuntamiento, a la duración del permiso.

Así, si bien es cierto que de las normas que resultan de aplicación para la concesión o denegación del 
permiso solicitado (art. 49. del EBEP y Decreto de la Junta de Andalucía154/2017, de 3 de octubre, por 
el que se regula el permiso del personal funcionario para atender el cuidado de hijos e hijas con cáncer u 
otra enfermedad grave al que se remite el Acuerdo municipal de 3 de noviembre de 2017 sobre permisos y 
licencias aplicables al personal funcionario del Ayuntamiento de Sevilla) pueda deducirse que este permiso 
tenga que ser permanente en el tiempo, su concesión, que no tiene un carácter indefinido, está sujeta a 
unas causas temporales de extinción del mismo que vienen tasadas en el art. 7 del Decreto 154/2017, 
y entre las que no se incluye la indefinición temporal de la enfermedad grave padecida por el hijo o hija 
del empleado público, lo que resulta coherente con la gravedad de la situación de hecho protegida y las 
consecuencias que la misma tiene para los progenitores, por lo que consideramos que no puede motivarse 
su denegación en dicha causa.

En consecuencia, la interpretación que mantiene el Ayuntamiento y en base a la cual deniega a la interesada 
su solicitud de permiso, consideramos que no procede, siendo contraria al régimen jurídico que resulta de 
aplicación, ocasionándole con ello un grave perjuicio a la interesada al estar privándola, con dicha 
interpretación, de un derecho que legalmente le corresponde, tanto a ella como a su hija que padece una 
grave enfermedad que requiere de su atención y cuidado.

Por todo ello, recomendamos al Ayuntamiento de Sevilla que, sin mas demora, se adopten las medidas 
que procedan para que, en el marco legal vigente que resulta de aplicación, sea concedido a la interesada 

el permiso de dos horas al inicio de la jornada laboral 
solicitado para atender a su hija discapacitada de 
diecinueve años.

Estamos a la espera de la respuesta del Ayuntamiento 
a la Resolución formulada.

También merece reseñarse en este apartado, la queja 
19/2688 promovida por un funcionario de la Delegación 
Territorial de Empleo de Almería por la denegación 
del permiso solicitado de reducción de jornada para el 
cuidado de su madre.

La Delegación Territorial, tras indicarnos que, en su criterio, procedería la concesión del permiso según lo 
establecido en el art. 48.h) del EBEP, nos informa que, de acuerdo con lo establecido en el apartado 9.I) de 
la Instrucción 4/2012, de la Secretaría General para la Administración Pública, en la que se determinan los 
supuestos y condiciones de disfrute de los permisos y reducciones de jornada por razones de conciliación 
de la vida personal, familiar y laboral, y tras consulta a dicho Centro Directivo, ha tenido que desestimar la 
solicitud de permiso realizada por el interesado al considerarse que no procede su concesión con arreglo 
al criterio establecido en la referida Instrucción.

Ante esta respuesta se procede a cerrar la queja con la Delegación Territorial de Empleo de Almería, que 
se limita a dar cumplimiento a las instrucciones recibidas del citado órgano superior.

Sin perjuicio de ello, al considerar que, de confirmarse la interpretación que viene aplicando la Secretaría 
General para la Administración Pública en estos casos, podría afectar, además de al art. 48.c) del EBEP, 
al contenido del Acuerdo Marco de 13 de julio de 2018, de la Mesa General de Negociación Común del 
Personal Funcionario, Estatutario y Laboral de la Administración de la Junta de Andalucía, para la mejora de 
la calidad del empleo público y de las condiciones de trabajo del personal del sector público andaluz, que 

“Reducción de 
jornada para el 
cuidado de su madre”
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introduce una serie de medidas para avanzar en la conciliación de la vida familiar y laboral, se ha procedido a 
abrir de oficio la queja 19/6295 ante la referida Secretaría General a fin de aclarar las cuestiones expuestas.

1.5.2.5.4. Reconocimiento con carácter retroactivo de los trienios perfeccionados en más de un 
grupo por por aplicación del art. 46 de la Ley 6/1985

En la queja 19/0739, la organización sindical SAF denuncia el no reconocimiento con carácter retroactivo 
de los trienios completados en más de un grupo, por el valor del grupo superior, al haber sido solicitados 
con anterioridad a la fecha de efectos de la Instrucción 1/2019 de la Dirección General de Recursos 
Humanos y Función Pública.

Dicha Instrucción se adopta tras la tramitación de la queja que presentó dicho Sindicato ante esta Institución 
para que se modificara la Instrucción 3/2005 de dicho Centro Directivo a fin de dar una nueva redacción al 
apartado Undécimo de la misma, estableciendo que la valoración de los trienios se realizará de acuerdo 
con lo dispuesto en el art. 46.2 de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la Función Pública 
de la Junta de Andalucía, y no con arreglo al art. 23.2. b) de la Ley 30/1984, de 2 de agosto de Medidas 
para la reforma de la Función Pública.

Como consecuencia de la tramitación de dicha queja y del Informe emitido por el Gabinete Jurídico de 
la Junta de Andalucía al respecto, por parte de la Dirección General de Recursos Humanos y Función 
Pública, con fecha 15 de enero de 2019, se dicta la Instrucción 1/2019, por la que se modifica la Instrucción 
3/2005 en el sentido pretendido, si bien se contempla en la misma que, a dichos efectos, no se reconocerán 
los servicios prestados en otras Administraciones, así como que su aplicación se limita a los trienios 
perfeccionados a partir de la fecha de su aprobación.

La Administración considera que se trata de un mero cambio interpretativo que no tiene consecuencias 
para el reconocimiento de trienios realizados con anterioridad, a pesar de que la interpretación mantenida 
ha supuesto un perjuicio evidente para aquellos empleados públicos que han solicitado el reconocimiento 
de trienios devengados en más de un grupo con anterioridad a la fecha de aprobación de la Instrucción 
1/2019 y no se les ha reconocido en el grupo superior por ese motivo.

Ante este proceder recordamos a la Administración que la interpretación de las normas, ante situaciones 
como las planteadas, es obligada en base a criterios de legalidad, pero ello no puede amparar una libertad 
absoluta de interpretación que, en todo caso, queda condicionada por el cumplimiento de principios 
jurídicos, como el de legalidad, el de jerarquía normativa, el de seguridad jurídica o, también en este caso, 
el de igualdad, y que vinculan al intérprete.

Es por ello que, en atención a las circunstancias que concurren en este asunto, cuando la Administración 
se plantea el cambio de criterio interpretativo para restablecer los principios constitucionales de garantía 
jurídica, debe también valorar los efectos desfavorables que se han producido a los interesados afectados 
por la interpretación que venía manteniendo y considerar que medidas puede adoptar para contrarrestarlos, 
en el marco de la legalidad vigente, para evitar que se produzcan esos efectos discriminatorios. Y que, 
desde luego, no es la de perpetuar el perjuicio ocasionado a los interesados negando cualquier posibilidad 
de retrotraer los efectos favorables de ese cambio de criterio para los empleados públicos que hubieran 
visto afectados sus legítimos derechos por la interpretación errónea de esa Administración.

Atendiendo a la complejidad de la cuestión planteada por las circunstancias que concurren en la misma, 
así como a los propios límites que se contemplan en el Capítulo I del Título V de la mencionada Ley 39/2015 
para la revisión de oficio de los actos administrativos, concluimos con la oportuna Resolución, en la que se 
recomienda a la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública la modificación del apartado 
Undécimo de la Instrucción 3/2005, valorándose, a efectos de reconocimiento de trienios completados 
en más de un Grupo, los servicios prestados en todas las Administraciones incluidas en el art.1 de la 
Ley 70/1978, de 26 de diciembre, de reconocimiento de servicios previos en la Administración Pública.

Asimismo, se recomienda que se adopten las medidas que procedan a fin de que sean tenidas en 
cuenta estas consideraciones en la decisión de los recursos pendientes de resolver formulados por los 
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empleados públicos de la Administración General de la Junta de Andalucía que hubieran completado 
trienios en distintos grupos para que les sean reconocidos aplicando el art. 46.2. b) de la Ley 6/1985, 
sugiriéndole, a estos efectos, que se solicite el correspondiente informe al Gabinete Jurídico de la 
Junta de Andalucía.

Por parte de la Viceconsejería de la Presidencia, Administración Pública e Interior se ha respondido 
aceptando la Resolución formulada (queja 19/0739).

1.5.2.5.5. Tiempos de descanso en el desempeño de su trabajo de los funcionarios de la 
Policía Local

Durante el año 2019 se ha tramitado en esta Institución la queja 18/4671 promovido por un 
representante sindical de la Policía Local del Ayuntamiento de Jaén, en relación con una posible 
vulneración de los derechos de este colectivo en lo que afecta a tiempos de descanso en el desarrollo de 
su trabajo por el incumplimiento de la Directiva Europea 2003/88/CE por parte de dicho Ayuntamiento.

La cuestión central que subyace en esta queja se refiere a si es o no de aplicación a los Cuerpos de 
Policía Local la Directiva 2003/88/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de noviembre de 
2003, relativa a determinados aspectos de la ordenación del tiempo de trabajo.

La opinión del Ayuntamiento de Jaén, así como de los representantes de otras organizaciones 
sindicales distintas a la que promueve la presente queja, es que la mencionada Directiva no es de 
aplicación en este ámbito, por cuanto el art. 1.3 de la misma dispone que ésta se aplicará a todos los 
sectores de actividad, privados y públicos, en el sentido del artículo 2 de la Directiva 89/391/CEE, 
que establece, en su apartado 2, que “no será de aplicación cuando se opongan a ello de manera 
concluyente las particularidades inherentes a determinadas actividades específicas de la función pública, 
por ejemplo, en las fuerzas armadas o la policía, o a determinadas actividades específicas en los servicios 
de protección civil”.

La organización sindical promotora de la queja, por su parte, mantiene que la referida Directiva es de 
aplicación en este ámbito, toda vez que el mencionado apartado 2 de la Directiva 89/391/CEE, no puede 
interpretarse en el sentido de excluir de su ámbito de aplicación a las fuerzas armadas o a la policía 
toda vez que esa posibilidad viene condicionada a que “se opongan a ello de manera concluyente las 
particularidades inherentes a determinadas actividades específicas de la función pública”, sin que quede 
justificado en los informes y documentos aportados a esta Institución por el Ayuntamiento de Jaén “de 
manera concluyente” esas particularidades que justifiquen la no aplicación de la Directiva 89/391/CEE 
al Cuerpo de Policía Local de dicho Ayuntamiento. Asimismo, aporta diversos informes jurídicos para 
fundamentar su posición.

La determinación del alcance de estas Directivas en los aspectos cuestionados ciertamente tiene su 
dificultad, dadas las dudas interpretativas que ha generado su aplicación. Tanto es así que la propia Unión 
Europea en su Diario Oficial C 165/2017, de 24 de mayo, hace pública la “Comunicación interpretativa 
sobre la Directiva 2003/88/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a determinados aspectos 
de la ordenación del tiempo de trabajo (2017/C 165/01)”.

En dicha Comunicación se considera que “la exclusión del ámbito de aplicación establecido en el artículo 
2, apartado 2, de la Directiva 89/391/CEE debe interpretarse restrictivamente y de forma «que limite 
su alcance a lo que resulte estrictamente necesario para salvaguardar los intereses que según dicha 
Directiva pueden proteger los Estados miembros»”. Concluyendo que “la Directiva sobre el tiempo de 
trabajo es aplicable a las actividades de las fuerzas armadas, la policía y los servicios de protección civil. 
Es también aplicable a otras actividades específicas de la función pública siempre que se lleven a cabo 
en circunstancias normales”.

En este mismo sentido, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea precisa el alcance de la exclusión prevista 
en el art. 2.2 de la Directiva, señalando “que solo permitiría exclusiones en el caso de «acontecimientos 
excepcionales en los cuales el correcto desarrollo de las medidas destinadas a garantizar la protección 

1.5. Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social

172

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/search/node/19/0739
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-al-ayuntamiento-de-jaen-que-adopte-la-ordenacion-de-tiempos-de-trabajo-de-la-policia


de la población en situaciones de grave riesgo colectivo exige que el personal que tenga que hacer frente 
a un suceso de este tipo conceda una prioridad absoluta a la finalidad perseguida por tales medidas con 
el fin de que ésta pueda alcanzarse».

Por todo ello, la conclusión a que llegamos es que, dado el carácter de disposición básica de dicha 
Directiva sobre el tiempo de trabajo que establece unos niveles mínimos de protección de los trabajadores, 
en su sentido más amplio, y que las excepciones que contempla para su aplicación a determinadas 
actividades públicas (policía) se refieren a supuestos excepcionales destinados a garantizar la protección 
de la población en situaciones de grave riesgo colectivo, sería de aplicación a los Cuerpos de Policía Local, 
con la flexibilidad y peculiaridades que se contemplan en la misma en función de las singularidades que 
presenta el cumplimiento de esta función pública.

Se recomienda, en consecuencia, al Ayuntamiento de Jaén que, previa negociación con los órganos de 
representación del personal de dicho Ayuntamiento, se adopten las medidas que procedan para adaptar 
la ordenación de tiempos de trabajo de la Policía Local a la Directiva 2003/88/CE.

La Recomendación formulada ha sido aceptada por el Ayuntamiento de Jaén. (queja 18/4671).

1.5.2.6. En relación a las Políticas Activas de Empleo

1.5.2.6.1. Demoras en la tramitación y pago de las ayudas a desempleados que han participado 
en cursos de Formación Profesional para el Empleo

Durante el año 2019 han continuado recibiéndose y tramitándose numerosas quejas por los retrasos de más 
de cinco años acumulados en la resolución y pago de los expedientes de ayudas solicitadas por personas 
desempleadas que han participado en cursos de FPO, sin observarse por parte de la Administración de 
Empleo que se adopten medidas extraordinarias que permitan revertir esta situación.

El Defensor del Pueblo Andaluz ha venido denunciando desde años esta situación que es prototipo de 
la mala práctica administrativa contraria al derecho a una buena administración, que se establece en el 
art. 31 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y se reconoce expresamente en las normas reguladoras 
del procedimiento administrativo, a nivel general y autonómico, en el sentido que hemos comentado con 
anterioridad.

Durante años esta Institución ha venido demandando a la Administración de empleo que cumpliera con 
las normas que le obligan a resolver estos expedientes en unos plazos determinados y que adoptara las 
medidas oportunas que permitieran revertir la situación de interminables demoras que, a pesar de los años 
transcurridos y de los continuos recordatorios realizados a la Consejería de Empleo, siguen sin resolverse 
en un plazo razonable.

Ante esta situación, y dado el reiterado incumplimiento que supone de las normas legales y reglamentarias 
que está obligada a observar la Administración, hemos recordado a dicha Consejería que el art. 29 de la 
Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, preceptúa que 
los plazos señalados en ésta y en las demás leyes obligan a las Autoridades y al personal al servicio de 
las mismas para la tramitación de los asuntos de su competencia. Así como que el art. 21.6 de dicha Ley 
dispone que el personal al servicio de las Administraciones Públicas que tenga a su cargo el despacho de los 
asuntos, y los titulares de los órganos administrativos competentes para instruir y resolver, son directamente 
responsables, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento legal de dictar resolución expresa.

La prolongada situación de retraso en la resolución de los expedientes de ayudas correspondientes a 
acciones formativas de FPO, y la falta de adopción de las medidas necesarias que permitan la tramitación de 
estos expedientes en los plazos legalmente previstos, a pesar de las reiteradas recomendaciones realizadas 
por esta Institución al respecto, pone también de manifiesto el incumplimiento de principios generales 
básicos a los que debe sujetarse la Administración de empleo en su actuación y que imponen a cualquier 
organismo público, en su funcionamiento, la obligación de ordenar adecuadamente sus recursos en orden 
a la prestación eficaz y eficiente de los servicios que tiene encomendados. Es por ello que se ha vuelto a 
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